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Salud mental y legislación 
Este país dispone, en el momento presente, de un marco jurídico 
referido o referible a los enfermos mentales que puede calificarse de 
avanzado, progresista, como mínimo posibilista, y en algún aspecto 
adelantado a lo existente en los países de nuestro entorno geográfico 
y cultural. Tales son los calificativos que convienen, por ejemplo, a los 
artículos 15, 17, 24, 43 Y 49 de la Constitución, a las modificaciones 
del Código Civil en materia de Incapacidad y Tutela, a los cambios en 
el Código Penal (sobre todo artículo 8), el artículo 20 de la Ley General 
de Sanidad. .. 
Hay tres aspectos de dicha legislación que merecen ser especial­
mente considerados: En primer lugar, no existe una norma específica 
que regule el internamiento psiquiátrico, lo que, sin duda, es un logro 
del esfuerzo colectivo, articulado, de profesionales de la Salud Mental 
y del Derecho, conscientes de que su existencia sería la condición 
jurídica para la marginación social de los enfermos mentales. En 
segundo lugar, y relacionado con lo anterior, la suficiencia del artículo 
211 del Código Civil para regular el internamiento involuntario, que 
en todos los casos exige la intervención judicial, para autorizarlo o 
no, en base a motivos exclusivamente clínicos o asistenciales y siempre 
en una función tutelar y garante de los derechos del presunto enfermo 
mental. Por último, la actual redacción del artículo 8 del Código Penal 
que abre posibilidades, escasamente utilizadas, de tratamiento distinto 
al encierro permanente en los casos de sentenciados en los que se ~ 
ha apreciado la eximente de enajenación mental (posibilidad de utilizar 
"otros establecimientos': o el tratamiento ambulatorio). 
A este panorama normativo se opone, en algunos casos como su 
contrario, la realidad social de las instituciones sanitarias, judiciales, 
penales o mixtas, así como la situación de los sujetos psiquiatrizados 
o psiquiatrizables: Amplias capas sociales privadas del derecho efectivo 
a la asistencia, persistencia hegemónica del manicomio, con viejos y 
nuevos nombres, que mantiene la generalizada y gratuita conculcación 
de derechos y libertades fundamentales, persistencia de Unidades de 
Judiciales y de Psiquiátricos Penitenciarios, supuestas reformas que 
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se imponen de modo violento a los sujetos implicados (y algunas 
fiscalías saben que no son figuras retóricas) y, por último, expresiones 
de activismo asistencial que desconoce la necesidad de ser llamado 
(o al menos de pedir permiso) para entrar en la casa o la vida de la 
gente... 
Esta distancia entre norma avanzada y realidad miserable está 
ocupada por carencias de recursos, tanto en el campo sanitario como 
en el judicial y penitenciario, por disparidades en la interpretación de 
las normas e incumplimientos de los preceptos procesales, por hábitos 
enquistados, rutinas seculares y actitudes viciadas: cierto que hay 
pocos recursos pero algunos jueces ven y hablan, en el plazo de 72 
horas con todos los sujetos de su jurisdicción en que se ha producido 
ingreso involuntario urgente. Son la excepción, pero muestran la 
posibilidad. Yalgunas fiscalías, como la de Barcelona, con una práctica 
y unas iniciativas verdaderamente ejemplares. Ydeterminados servicios 
psiquiátricos que proponen, aceptan y asumen el tratamiento de sujetos 
implicados en graves y públicos hechos de violencia, en quienes se 
apreció la eximente de enajenación y la posterior remisión o curación 
del trastorno. 
Frente al riesgo de una confrontación intercorporativa, la posibilidad 
(y la realidad) de confluencia de colectivos críticos del campo del 
Derecho y de la Salud Mental, con una historia de encuentros que ya 
se mide en decenios, y cuya tarea presente va dirigida a reducir la 
distancia entre norma y realidad social, oponiéndose a una leyespe­
cífica, conociendo, divulgando, denunciando la situación de las insti­
tuciones de internamiento, civiles o penales, sanitarias o sociales e 
insistiendo a quien corresponde en cada caso ú"uez natural, juez de 
vigilancia penitenciaria, fiscal, administración penal, judicial o sanitaria) 
a que intervenga ante lo denunciado. Denunciando la ilegalidad de 
los Psiquiátricos Penitenciarios y de las Unidades de Judiciales y 
advirtiendo de los riesgos de un rápido, falso y demagógico desman­
telamiento, que necesita como condición previa el desarrollo de ser­
vicios sanitarios generales de tipo intermedio y de rehabilitación. 
En fin, reflexionando conjuntamente sobre la propia noción de in­
imputabilidad y la pertinencia o no de su aplicación a los enfermos 
mentales o interrogándose sobre la legislación laboral, y el modo 
como contempla los trastornos psicológicos y si contribuye a dismi­
nuirlos o aumentarlos en la población. 
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